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  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	 Agosto 30 de 2017, 10:09 a.m.

	Imputada: 
	Fanny Stella Marulanda Restrepo

	Cédula de ciudadanía:
	42.070.159 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Infidelidad a los deberes profesionales y  abuso de confianza

	Víctima:
	La eficaz y recta impartición de justicia y el patrimonio económico

	Procedencia:
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en junio 8 de 2017, por medio del cual se negó decretar la caducidad de la querella. SE CONFIRMA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En el escrito de acusación presentado al juzgado de conocimiento en agosto 16 de 2016, se dejó consignado lo siguiente:

“La abogada FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO aceptó poder otorgado por Ma. LIBIS SINTUA BAILARÍN, ÓSCAR DARÍO CHECHE PEPE, LUZ DARY, ARIEL, ANCISAR, ROSALINA, ALIRIO Y ANA MARCELA CHECHE SINTUA, para tramitar proceso ordinario de mayor cuantía contra las sociedades FLOTA OCCIDENTAL S.A. y SEGUROS S.A., correspondió al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad Rad. 190/2006, despacho [que] el 27 de noviembre de 2008, emitió sentencia condenando al pago aproximado de $420.000.000, a favor de los demandantes, decisión confirmada por el Tribunal Superior Sala Civil Familia, el 27 de enero de 2010. No obstante, la abogada sin consultar a las víctimas, celebró transacción con la sociedad FLOTA OCCIDENTAL S.A. y la obligación quedó en $208.000.000, cuyo pago fue diferido en diez cuotas, pagadas en cheques la primera el 15 de diciembre de 2008 por $60.000.000, el saldo cuotas mensuales de $14.800.000, pero las víctimas ni se enteraron de este contrato, ni recibieron reconocimiento en dinero, cuando las mismas pertenecen al resguardo indígena Embera Chamí de Pueblo Rico y solo ÓSCAR DARÍO CHECHE PEPE habla español. El 21 de septiembre de 2012 la abogada abonó $10.000.000, ante la reclamación del nuevo representante de las víctimas”.
A la procesada, identificada como FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO, se le imputó en mayo 20 de 2016 los tipos penales de abuso de confianza e infidelidad a los deberes profesionales, descritos en los artículos 249 y 445 del Código de Penas, conductas que no aceptó.

1.2.- El escrito acusatorio fue asignado en agosto 16 de 2016 al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), donde luego de varios aplazamientos  se convocó para realizar la acusación (noviembre 3 de 2016), en la que el entonces apoderado de la procesada solicitó la preclusión de la actuación al haber operado el fenómeno de la prescripción de la acción penal, que fuera negado por el a quo y confirmada por esta colegiatura (diciembre 9 de 2016). Al regresar la actuación al despacho de primer nivel, el a quo se declaró impedido para continuar su trámite (diciembre 16 de 2016) y remitió la carpeta al Juzgado Sexto Penal del Circuito donde fue avocada y se citó a los intervinientes para la formulación de acusación (marzo 3 de 2017), pero con antelación a ésta se presentaron las siguientes solicitudes:

- Por parte de la Fiscalía se planteó una causal de incompetencia para que el despacho asumiera el conocimiento del asunto, al considerar que como las conductas endilgadas requieren querella de parte, es el Juez Penal Municipal quien debe proseguir la actuación.  

- A su vez la defensa, luego de hacer alusión a los hechos, indicó que el abogado de las víctimas, Dr. JORGE URIEL CARDONA, desde febrero de 2012 empezó a buscar a la Dra. FANNY MARULANDA para hablar con ella respecto al pago que Flota Occidental le hizo en el año 2009, así que para el mes de marzo de 2012 dicho profesional tenía pleno conocimiento de tal circunstancia, a quien se le abonó $10`000.000.oo entre el mes de marzo o abril de 2012, y por ende cuando se formuló la querella en noviembre de ese año ya habían transcurrido los seis meses para ello. De las fechas en que su cliente fue buscada por el nuevo abogado, tiene declaraciones extraproceso de VIRGILIO QUINTERO y ÓSCAR DARÍO ORTIZ.

- La Fiscalía señaló que no ha operado la caducidad de la querella, pues lo que se sabe es que las víctimas son indígenas, solo uno habla español, y contrataron a la abogada FANNY BENJUMEA pero ella no les daba razón, lo que no hacía por haberse apropiado de dichos dineros, y ante ello contrataron a otro profesional en el año 2012, siendo éste quien les comunica lo sucedido, y al que se le hace un abono de $10`000.000 en septiembre de 2012. Agrega que la querella se hizo dentro de los seis meses a la fecha en que se enteró que la Dra. FANNY había incumplido con el pago de ese dinero, y por ello no ha operado su caducidad.

1.3.- En junio 2 de 2017, el a quo resolvió lo relativo a la falta de competencia y consideró que pese a estarse ante conductas querellables, la cuantía de lo acá apropiado supera los 150 salarios mínimos legales mensuales, independientemente que los hechos hubieran surgido en el año 2009 o incluso en septiembre 21 de 2012, como así lo señaló el Tribunal en anterior providencia y en consecuencia le corresponde conocer del asunto.

Al momento de ingresar en el análisis de la caducidad de la querella, el registro de audio sufrió un desperfecto y por ende lo expresado por quienes allí intervinieron -entre los cuales al parecer lo hizo el señor Procurador
-, no fueron encontrados, sin que de ello se hubiere percatado el despacho. Pero aun así, en esa oportunidad no se adoptó decisión, toda vez que la defensa aportaría documentos que certifican los abonos realizados en abril de 2012 e igualmente el a quo requería estudiar la carpeta.

Ya en junio 8 de 2017, el juez se pronunció frente a la solicitud de la caducidad de la querella, la cual negó al considerar que se desconoce la fecha exacta en que el Dr. JORGE URIEL CARDONA y sus representados se enteraron de las presuntas acciones ilícitas de la Dra. FANNY MARULANDA, sin poderse contabilizar el término de 6 meses a que alude el canon 73 C.P.P., ya que si bien dos abogados dan fe de la fecha en que se pudieron enterar de la situación, también lo es, como lo dice la Procuraduría, que esas declaraciones extraproceso no han sido válidamente ingresadas al proceso, siendo una simple información expuesta por la defensora, la cual también indicó que allegaría constancia de los abonos que efectuó su defendida a las víctimas, sin que ello se conozca por el despacho.

Estima que por ahora debe aceptarse la argumentación de la Sala Penal, al conocer un recurso de apelación relacionado con este mismo caso, en donde se sostuvo que al haber efectuado la abogada ese abono “en septiembre 21 de 2012, tal fecha es la que debe marcar la pauta para determinar que es a partir de ese instante cuando se perfecciona la comisión de los delitos […]”. Máxime que la defensa puede demostrar en curso de este proceso, que los afectados y su representante legal conocían con antelación la fecha de la denuncia de las conductas ejecutadas, y de probarlo, podría solicitar una preclusión.

Inconforme con esa determinación, la defensora interpuso y sustentó el recurso de  apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
Pide se revoque la providencia adoptada y se decrete la caducidad de la querella, con fundamento en los siguientes argumentos:

La Sala Penal del Tribunal no se ha pronunciado en concreto sobre tal aspecto, ya que lo hizo sobre la prescripción de la acción penal. Y aunque la Fiscalía señala que no debe decretarse la misma por la existencia de un caso fortuito o una fuerza mayor al ser las víctimas miembros de una comunidad indígena, las razones por las que sí debe ordenarse radica en que los hechos sucedieron en 2009, y en el año 2012 el abogado JORGE URIEL CARDONA busca a la Dra. FANNY MARULANDA para lo cual se contactó con el togado VIRGILIO QUINTERO, como éste lo dijo en declaración extraproceso, donde narra que ésta estaba siendo ubicada por otro colega para hablar sobre la indemnización pagada en 2009.

Enfoca su disenso en lo siguiente: (i) imposibilidad de catalogar como caso fortuito o fuerza mayor el hecho de que las víctimas hagan parte de una tribu indígena; (ii) la Fiscalía no logró acreditar tal circunstancia, para lo cual solo se le darían seis meses al afectado para interponer querella; y (iii) la Corte refiere que aun en los eventos de existir un caso fortuito o fuerza mayor la sumatoria entre el período en que persista tal condición y la querella no podrá exceder de un año. 
Frente a lo primero, expresa que por el hecho de que las víctimas pertenezcan a una tribu no se puede colegir que presentan una situación insuperable, pues tanto ÓSCAR como ARIEL CHECHÉ hablan el idioma español, son docentes del Departamento de Risaralda, y ARIEL es egresado de la Universidad de Medellín. Por ello tampoco desconocen la estructura de nuestro Estado, máxime que él último ha direccionado todos sus esfuerzos guiados por la Constitución Política para garantizarles el acceso a la justicia a los miembros de la tribu, por ello no se puede hablar de fuerza mayor ni caso fortuito.

En segundo lugar, la Fiscalía se limitó a mencionar la existencia de elementos constitutivos de fuerza mayor o caso fortuito, pero no los acreditó. Hace  alusión al contenido de algunos apartes de las sentencias 31328 de 2010, 36106 de 2014, y la 44126 de 2016, relativas a dicho tema, para referir que no puede predicarse la presencia de dichas circunstancias al no darse en este evento ninguno de los casos allí aludidos, con mayor razón cundo la Fiscalía no realizó la corroboración exigida, y aunque ello se hubiere dado las víctimas solo disponían de un año para interponer la querella contados desde la ocurrencia del hecho, pero cuando lo hicieron ya había caducado.  
Reitera que en este asunto no se da un caso fortuito o fuerza mayor, ya que no había secuestrado, o persona que fuere de territorio alejadísimo sin contacto con nuestro mundo, toda vez que los hechos se dieron en Risaralda, eran conocidos por muchas personas, y fue en el año 2012 cuando el abogado buscó a personas que la contactaran con FANNY, de lo cual existen declaraciones extrajuicio que ofrecen plena credibilidad.
2.2.- Fiscal –no recurrente- 
Solicita se confirme la decisión proferida al no presentarse la caducidad de la querella, por lo siguiente:

En este caso debe tener cabida lo ya dicho por el Tribunal respecto a la fecha en que posiblemente ocurrieron los hechos, siendo en el 2012 cuando operó un abono a la deuda que la Dra. FANNY MARULANDA contrajo con los señores indígenas, la que da un punto de partida acerca del plazo de caducidad de la querella. 
Acá se habla de un  delito de abuso de confianza, el que ocurrió cuando la procesada se apropió de los dineros, y para ello mantuvo en error a sus poderdantes durante un tiempo considerable, al punto que tuvieron que recurrir a otro profesional para establecer qué había sucedido con el poder y con el dinero que habían ganado producto de una demanda, sin que pueda decirse que la presentación de la querella operaba desde que le otorgaron poder al nuevo apoderado, o a partir del instante en que ella dejó de pagar porque los mantuvo en error para poder cometer la conducta, lo que imposibilitó que los afectados se dieran cuenta con claridad cuál fue la fecha de comisión del delito.

Frente a las declaraciones a las que alude la defensa relacionadas con la forma en que se llevó a cabo el hecho y el momento en que los poderdantes se enteraron que habían sido defraudados patrimonialmente, sobre las mismas no hay posibilidad de ejercer contradictorio. Igualmente y en cuanto a que algunas de las víctimas tienen estudios superiores, ello lo desconoce la Fiscalía y por ende deberá ser clarificado, toda vez que para el ente acusador tales personas no tienen conocimientos suficientes de temas legales y por eso acudieron a dichos profesionales. Finaliza por decir que no hay claridad en la fecha de comisión del hecho que permita contar de manera objetiva el término para que se pueda decretar la caducidad de la querella.

2.3.- Apoderado de víctimas –no recurrente- 
Coadyuva la posición de la fiscal, máxime cuando no obra una fecha definida desde la cual se pueda indicar que existió conocimiento de la conducta punible por parte de los afectados, y se acoge también la postura que cita el Tribunal en el sentido que se debe contabilizar el plazo desde septiembre 21 de 2012 donde se realizó ese abono. Pide en consecuencia que no se acceda a la caducidad de la querella.

2.4.- Ministerio Público –no recurrente- 
Solicita se confirme la decisión adoptada, con fundamento en los siguientes argumentos:

Si bien la defensa plantea una hipótesis con sustento en testimonios extraproceso, mismos que son ajenos al procedimiento penal y tienen un valor menguado, por lo que debió acudir como mínimo a unas entrevistas para ser exhibidas y efectuar el contradictorio, ya que tales declaraciones dejan maniatados a los intervinientes al no haber forma de contrainterrogar o de impugnar la credibilidad, al no contarse con el sujeto para ejercer tal actividad y por ende no permiten tomar una determinación.

Serán las víctimas en juicio quiénes podrán contar la verdad de lo sucedido, y en igual sentido la defensa podrá traer al abogado que declaró ante Notario sobre tales hechos, pero hasta este momento aún existe nebulosa sobre un asunto que es determinante en el proceso y por ello debe ser en juicio, con su correspondiente contradictorio, donde se dilucide en qué instante los indígenas se enteraron que habían sido despojados, si en realidad hubo fuerza mayor o caso fortuito, o si se trata de una negligencia por parte de ellos y finalmente operó la caducidad.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se reduce básicamente a establecer el grado de acierto de la decisión proferida en primera instancia, al negar a la defensa la declaratoria de caducidad de la querella. 

3.3.- Solución a la controversia
Debe indicarse ab initio, que en la actuación se observa que el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta capital se declaró impedido por el hecho de haber negado la preclusión que fue solicitada por la defensa con fundamento en el tema de la prescripción de la acción penal, y ese impedimento fue aceptado por el titular del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, quien asumió las riendas del presente proceso. Podría pensarse por tanto que igual sendero debería seguir esta Sala de Decisión Penal como quiera que la Corporación conoció en segunda instancia del mismo trámite; sin embargo, obrar en esa dirección se considera equivocado, como quiera que la jurisprudencia nacional ha sido enfática en sostener que no toda negativa de preclusión lleva aparejado el impedimento del funcionario que así procede, porque se requiere que esa negativa de preclusión tenga inmersa una valoración probatoria de fondo, situación que aquí no ha acaecido dado que en momento alguno se han valorado pruebas respecto a la real ocurrencia del ilícito, o sobre la autoría o responsabilidad de la persona justiciable, en cuanto todo se ha limitado a estimar la fecha a partir de la cual se debería entender acaecido el hecho denunciado, independientemente de si este en realidad tuvo o no ocurrencia. La jurisprudencia a la que se hace alusión es del siguiente tenor:

“El motivo de impedimento no surge automático del solo hecho de que el juez o corporación hayan intervenido en la decisión anterior de preclusión, pues, se hace menester consultar no solo el tipo de intervención realizado, de cara a la nueva decisión o participación de la cual buscan apartarse, sino la teleología del instituto, para, finalmente, verificar si objetiva y materialmente se pone en tela de juicio la imparcialidad y neutralidad de los funcionarios o la confianza de la comunidad en la administración de justicia”.

En esa misma línea, la Sala Penal de la H. Corte Suprema, precisó que:

“No tiene cabida que el funcionario sea separado del proceso a partir de la audiencia preparatoria y particularmente del juicio -cuyo objeto es examinar las pruebas para conocer lo ocurrido con el fin de juzgar la conducta del procesado- si: (i) no ha llevado a cabo valoración alguna de los elementos materiales de prueba, evidencia física o información relacionada con el caso, y (ii) no se ha pronunciado respecto de los hechos objeto de juzgamiento; pues frente a estas situaciones no se advierte por qué podría originarse en el juez algún prejuicio que vicie su ecuanimidad, máxime si tampoco el líbelo del impedimento da cuenta de ello”. 
  

Aclarado lo anterior, entrará la Colegiatura a hacer el pronunciamiento que en derecho corresponde, y al respecto se tiene lo siguiente:

De conformidad con la argumentación vertida por quien ahora ejerce como apoderada de la señora FANNY STELLA MARULANDA, su disenso se hace consistir en que para la fecha en que se cristalizó la querella en su contra, esto es, en noviembre 26 de 2012, por las conductas de infidelidad a los deberes profesionales y abuso de confianza, ya había operado la caducidad de la querella de conformidad lo reglado en el canon 73 C.P.P.

Tal razonamiento lo expresa toda vez que en su sentir, desde el mes de febrero de 2012 el nuevo apoderado de las víctimas Dr. JORGE URIEL CARDONA, buscó por intermedio de terceras personas -los también abogados VIRGILIO QUINTERO y ÓSCAR DARÍO ORTIZ- contactarse con la Dra. FANNY MARULANDA RESTREPO para hablar del tema de un pago que a ésta le efectuaron en el año 2009, como así lo refieren dichos profesionales en declaración extraproceso que realizaron ante una Notaría de esta capital, siendo en consecuencia tal oportunidad en la que los afectados se percataron de la presunta conducta delictiva, y por ende para noviembre 26 de 2012  cuando se interpuso la querella la misma había caducado, sin que se pueda predicar una fuerza mayor o un caso fortuito por tratarse de indígenas dado que al menos dos de ellos hablan perfectamente el español e incluso tienen estudios superiores.

El a quo estimó que en este caso no se había presentado el fenómeno de la caducidad de la querella, en primer lugar por no estar claro el momento en que las víctimas se percataron de la ilicitud, e igualmente, como ya lo había dicho esta Corporación en decisión anterior, debía tenerse la fecha de septiembre 21 de 2012 como aquella que marca la pauta para el perfeccionamiento de la conducta delictiva. 
Para la fiscal y el apoderado de víctimas, aunque a su entender tampoco existe certeza acerca de la fecha en la cual los afectados advirtieron la presunta ilicitud, debe tenerse como tal aquella que adujo esta Sala en la anterior oportunidad. Y para el Ministerio Público, será en desarrollo del juicio donde se logre establecer si es a la defensa o la Fiscalía a quien le asiste razón en tan fundamental asunto.

En relación con la situación problemática planteada, debe indicarse inicialmente que de conformidad con lo reglado en el artículo 74 C.P.P. las conductas de abuso de confianza e infidelidad a los deberes profesionales están enlistadas entre aquellas en las que debe obrar querella de parte, como requisito de procedibilidad de la acción penal.

Así mismo, el canon 73 ídem expresa que la referida querella debe formularse dentro de los seis meses siguientes a la comisión del delito, y a renglón seguido se señala que: “cuando el querellante legítimo por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditados no hubiera tenido conocimiento de su ocurrencia, el término se contará a partir del momento en que aquellos desaparezcan, sin que en este caso sea superior a seis (6) meses”. 
Lo anterior implica que para que el andamiaje judicial pueda operar en éstos casos debe mediar la respectiva querella, la cual debe ser interpuesta por la persona legitimada para ello, o por su apoderado, como en este caso, dentro del lapso estipulado, so pena de generarse una causal de extinción de la acción penal
.
De lo obrante en la carpeta del caso que fuera facilitada por la Fiscalía, se aprecia que la denuncia arrimada por el abogado JORGE URIEL CARDONA fue presentada en noviembre 26 de 2012, y en la misma se da cuenta que la togada FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO se apropió de la suma de $208´000.000.oo que recibió como resultado de una transacción que realizó con la empresa FLOTA OCCIDENTAL. 
Con esa información se procedió por parte del órgano encargado de la persecución penal a adelantar el programa metodológico de investigación y con posterioridad se le imputaron cargos en mayo 26 de 2016 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), por las conductas de abuso de confianza en concurso con infidelidad a los deberes profesionales, los que no aceptó.

Esta Corporación mediante auto de diciembre 9 de 2016, y con ponencia de quien ahora ejerce igual función, tuvo la oportunidad de efectuar un primer análisis a esta actuación, con ocasión de la solicitud de preclusión por prescripción de la acción penal formulada por quien obraba entonces como apoderado de la actora, y en aquél momento se indicó lo siguiente:

“Se sostiene igualmente, que no obstante que esos plazos se cumplieron y la abogada MARULANDA RESTREPO recogió la totalidad del dinero, mantuvo su silencio, y de ello, como así lo indicó el representante de los afectados que denunció a su predecesora, solo se enteraron las víctimas cuando al hacérsele el requerimiento pertinente a tal profesional, la misma le hizo entrega al nuevo apoderado de la suma de $10.000.000.oo, lo cual se concretó en septiembre 21 de 2012, como lo refirió la fiscal al oponerse a la petición preclusiva e igualmente lo corroboró el actual abogado de los afectados.

Para la Sala, la prescripción para tal conducta no puede ser aquella aludida por el recurrente, esto es, diciembre 15 de 2008, como quiera que para ese momento no se cometió en sí misma ilicitud alguna, dado que la abogada hoy denunciada estaba realizando un acto para el cual se encontraba debidamente autorizada por el poder conferido (transar y recibir). Si hubo una ilicitud esta se concretó posteriormente cuando decidió ocultar ese dinero ante los ojos de sus poderdantes, y persistió esa omisión hasta el instante en que de forma directa ora por intermedio de su nuevo apoderado, se percataron que la misma había recibido esas cantidades, se las reclamaron, y solo entregó una parte –inicialmente abonó la suma de $10.000.000 en septiembre 21 de 2012, y en mayo 20 de 2016 efectuó otro abono en cuantía de $20.000.000, como se dijo en el escrito acusatorio-. 

E igual situación cabe pregonarse de la conducta contra el patrimonio económico, concretamente el abuso de confianza, porque si nos atenemos a los cargos formulados y que deberán ser por supuesto tema de comprobación en el juicio, fue en septiembre 21 de 2012 cuando la hoy acusada exteriorizó su voluntad de no hacer entrega de la totalidad del dinero recibido, o lo que es lo mismo, de apropiarse de una parte de lo percibido a título de indemnización a nombre de sus procurados, como quiera que muy a pesar del requerimiento formal que se le estaba haciendo solo entregó diez millones, cuando lo entregado a ella por la empresa con la cual hizo la transacción ascendió a 208’000.000.oo, que se entendía debían estar en poder de la hoy procesada para aquél instante”.

[…]

Significa lo anterior, en síntesis, que en criterio de la Corporación, al haber efectuado la abogada MARULANDA RESTREPO ese abono en septiembre 21 de 2012, tal fecha es la que debe marcar la pauta para determinar que es a partir de ese instante cuando se perfecciona la comisión de los delitos de infidelidad a los deberes profesionales y abuso de confianza, pero no por el hecho de que haya sido la fecha en que las víctimas tuvieron conocimiento de la ilicitud, porque como lo aduce el recurrente tal circunstancia no es un requisito para fijar los límites de la prescripción, sino por cuanto, como ya se indicó, fue la oportunidad en la cual supuestamente se hizo visible probatoriamente hablando, su intención de no hacer devolución del dinero recibido y, de contera, la voluntad de apropiación en los términos aludidos en el pliego acusatorio.”
Nótese que la Sala en esa precisa decisión no estableció que la fecha de septiembre 21 de 2012 fuera aquella en la que las víctimas tuvieron conocimiento del ilícito, por cuanto ello no fue debatido, como ahora lo es. Así las cosas, en este nuevo punto en discusión, como lo refirieron tanto el a quo como la mayoría de intervinientes, no existe claridad acerca del momento exacto en que las víctimas tuvieron conocimiento que la profesional FANNY MARULANDA había reclamado el dinero que fue objeto de transacción en el proceso donde obraba como apoderado del señor ÓSCAR CHECHÉ y otros.

De ello lo que se afirma ahora es que por parte del togado JORGE URIEL CARDONA se adelantaron gestiones con el fin de lograr un acuerdo con la letrada MARULANDA RESTREPO, lo cual se dio en el año 2012, sin que se hubiere concretado en qué fechas se originó tal situación y si tal acontecer se les comunicó a los poderdantes.  
Se indica que la defensa posee unas declaraciones extraproceso donde se da cuenta que dicha circunstancia al parecer acaeció en febrero de 2012; sin embargo, por encontrarnos en un sistema adversarial, tal aspecto deberá ser ventilado en sede de juicio oral donde podrá hacer comparecer a los togados que las suscribieron para garantizar así el derecho de contradicción, tal cual con buen tino lo refiere el señor Procurador Judicial. Y lo propio podrá hacer en relación con: (i) el supuesto abono que se le hizo al apoderado de las víctimas en el mes de abril de 2012, acerca de lo cual hizo alusión en la audiencia respectiva pero nunca lo aportó; y (ii) lo atinente a la inexorable correlación con la condición de indígenas, quienes residen en un resguardo en el municipio de Pueblo Rico (Rda.), en cuanto existen criterios encontrados entre Fiscalía y defensa, en tanto la primera expresa que solo ÓSCAR DARÍO CHECHÉ habla español, mientras que para la recurrente no solo éste sino VÍCTOR CHECHÉ también lo hace, de quien igualmente aduce que es egresado de la Universidad de Medellín, aspectos todos ellos que no se encuentran acreditados y que podrán ser objeto de discusión en la etapa procesal respectiva.

Queda claro por tanto que en esta fase primigenia del juicio no hay elementos de prueba que permitan dilucidar que le asiste razón a la defensa en sus argumentaciones, toda vez que de lo obrante en la actuación lo único que se tiene es la información del denunciante en el sentido que por parte de la letrada FANNY MARULANDA se mantuvo en error a sus poderdantes por varios años, toda vez que aunque el último abono de los $280`000.000 lo recibió en octubre 14 de 2009, tan solo en septiembre 21 de 2012 y a raíz de las exigencias efectuadas por el nuevo apoderado de las víctimas, les hizo entrega de $10`000.000.oo, como también hizo lo propio al tiempo de imputársele cargos cuando sufragó otros $20.000.000.oo, según se indica en el escrito acusatorio.
En síntesis, en criterio de la Corporación, a falta de otra posición diferente más certera, la oportunidad en la cual se le hizo entrega del dinero a las víctimas -septiembre 21 de 2012- fija necesariamente un límite que debe tenerse en cuenta como el momento en el cual éstos se enteraron de lo sucedido, y es ese el referente que se ha tenido en cuenta para contar el plazo atinente a la caducidad de la querella. Y siendo así, al tenerse presente que la querella se formuló en noviembre 26 de 2012, esto es, dos meses después de haberse enterado necesariamente las víctimas de los hechos acaecidos, se concluiría que la misma se interpuso dentro del término aludido en el canon 73 C.P.P.

Ahora, en cuanto a la jurisprudencia a la que hace alusión la togada
 para apartarse de la postura del a quo y con la cual pide su revocatoria, debe decirse que al analizar la Corte tanto la disposición contenida en el canon 34 de la Ley 600 de 2000 y como el 73 de la Ley 906 de 2004, en lo atinente a la caducidad de la querella, se sostuvo: “No obstante, encuentra la Sala que la voluntad del legislador no fue cambiar la regulación establecida en la Ley 600 de 2000, sino continuar con la distinción que en esta última se estableció. En esas condiciones, para dar coherencia al artículo 73, acatar la intención que animó su redacción y hacer  viable  su  aplicación, ha de entenderse -criterio que entonces prohíja la Corte- que dicha norma realmente fijó en un (1) año el término máximo en el cual resulta oportuno presentar la querella, contado desde la comisión del delito, cuando la víctima conoce de su ocurrencia con posterioridad”.
Y la Corte en CSJ SP, 16 mar. 2016, Rad. 40900, insistió en tal postura, al indicar lo siguiente:

“En síntesis, la doctrina de la Sala, que hoy se reitera, considera que la voluntad del legislador fue implementar varios términos de caducidad, así: (i) de seis (6) meses, contados a partir de la comisión del hecho delictivo, cuando el querellante legítimo tiene conocimiento inmediato del mismo, (ii) de seis (6) meses, contados a partir del conocimiento del hecho delictivo, cuando el querellante legítimo por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditados se entera de su realización dentro de los seis (6) meses siguientes, y (iii) de un tiempo igual al que reste para completar un año, contado a partir de la comisión del hecho, cuando el querellante legítimo por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditados se entera después de los seis (6) meses y antes del año de su comisión. 
Esto significa que en ningún caso la acción penal por delitos querellables puede intentarse después del año de la comisión de la conducta punible, pues como se ha dejado visto, la posibilidad de que el término de caducidad se cuente a partir del momento que el querellante legítimo tiene conocimiento del hecho, cuando han mediado situaciones de fuerza mayor o caso fortuito acreditados que le han impedido enterarse de su ocurrencia, está condicionada a que entre la fecha de la realización de la conducta y la presentación de la querella no haya transcurrido más de un (1) año”. 

No obstante, el panorama al que se ha hecho referencia no cambia si en cuenta se tiene la aludida fecha que se ha tomado como referente para estos efectos. 
En consecuencia, al observarse que la providencia adoptada se encuentra ajustada a derecho, se acompañará la providencia de primer nivel y se ordenará que se continúe con la audiencia de formulación de acusación.

ANOTACIÓN FINAL
Como quiera que en el presente asunto se advirtió que al menos una parte de los registros de audio de la continuación de la audiencia llevada a cabo en junio 2 de 2017 no quedaron debidamente grabados, al parecer por cuanto la Sala 7 donde se realizó la misma ha tenido problemas similares, como así lo corroboró el Secretario del despacho a esta Corporación, de lo cual según se afirma ya se ha enterado de ello al Director Seccional de Administración Judicial, sin que se les dé solución al respecto, lo que podría generar graves repercusiones en otras diligencias al no contarse con la totalidad de los registros, se ordenará oficiar al Director de Administración Judicial para que se apersone de tal situación y procure solucionar a la mayor prontitud posible dicho inconveniente.

Se hace un llamado de atención al Juez Sexto Penal del Circuito y a su Secretario, para que luego de la realización de las audiencias en dicha Sala, de la que ya saben presentan algunos inconvenientes en su sistema de grabación, verifiquen antes de cerrar cada acto de audiencia que en efecto los respectivos registros queden debidamente soportados, y evitar así impases como el que acá se advirtió.

De igual modo, a la Procuraduría delegada para ese despacho se le pondrá de presente lo sucedido con mirar a que realice gestiones propias de su cargo para que una situación como la anunciada no vuelva a repetirse.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia objeto de apelación. 
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
 La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� En comunicación sostenida con el Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA, sobre su intervención en esa oportunidad, expresó que los puntos que allí trató son los mismos a los que hizo alusión en su intervención como no recurrente, relativos al valor menguado de la declaración extraproceso traídos a colación por la defensa, y que será en juicio donde los indígenas aclaren la fecha en que se enteraron de los hechos.





� CSJ AP, 22 Ago 2012, Rad. 39687, reiterada en CSJ AP, 22 Abr. 2015, Rad. 45822.


� CSJ AP, 11 Mar 2015, Rad. 45419.





� ARTICULO 77. “Extinción. La acción penal se extingue por muerte del imputado o acusado, prescripción, aplicación del principio de oportunidad, amnistía, oblación, caducidad de la querella, desistimiento, y en los demás casos contemplados en la ley”. 


� CSJ, SP, 3 de febrero de 2010, radicado 31238. En el mismo sentido CSJ SP3005-2014, marzo 12 de 2014, radicado 36106.
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